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Radicado: 11001-03-15-000-2020-02918-00

Demandantes: Luis Humberto Yepes Urbano y otros

CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCIÓN QUINTA
MAGISTRADA PONENTE: ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Bogotá D.C., diez (10) de agosto de dos mil veinte (2020)

Referencia: 

ACCIÓN DE TUTELA
Radicación:

11001-03-15-000-2020-02918-00
Demandantes:
LUIS HUMBERTO YEPES URBANO Y OTROS

Demandado:
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL VALLE DEL CAUCA
Temas 
Tutela contra providencia judicial 
AUTO QUE ADICIONA Y MEJOR PROVEER 

I. ANTECEDENTES

1.1. Solicitud de amparo
1. Con escrito enviado el 1º de julio de 2020
 al correo electrónico de la Secretaría General del Consejo de Estado, el señor Luis Humberto Yepes Urbano, en nombre propio y en representación de su menor hijo Jhon Edward Yepes Ortiz, y las señoras Aura Lucía Pino Arias, Aura Marina Urbano de Yepes y Yuri Tatiana Yepes Ortiz, actuando a través de apoderada judicial
, presentaron acción de tutela contra el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, con el fin de que se les proteja sus derechos fundamentales al debido proceso, de igualdad, supremacía constitucional, confianza legítima y buena fe.
2. Los accionantes consideraron vulneradas dichas garantías constitucionales con ocasión de la sentencia del 22 de mayo de 2020 del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, por medio de la cual se revocó la providencia del 29 de abril de 2016 del Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de Cali, que accedió a las pretensiones de la demanda, para en su lugar, negarlas. Lo anterior, en el marco del proceso de reparación directa con radicado Nº 76001-33-33-003-2014-00230-01, instaurado contra la Nación – Rama Judicial – Fiscalía General de la Nación. 

1.2. Actuaciones procesales relevantes

3. Este Despacho, mediante auto del 17 de julio de 2020, admitió la demanda de tutela y ordenó notificar a la parte actora y a los Magistrados del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca.

4. Asimismo, ordenó vincular como terceros con interés jurídico legítimo, a la Nación – Rama Judicial – Fiscalía General de la Nación – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, al Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito Judicial de Cali, al Juzgado 26 Penal Municipal con Función de Garantías, a la Fiscalía Octava Seccional Cali, al Juzgado Veinte Penal del Circuito Judicial de Cali con Función de Conocimiento, al Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali – Sala de Decisión Penal y a la señora Elizabeth Ortiz, quienes intervinieron en el medio de control ordinario. 

5. Finalmente, se ofició al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca y al Juzgado Tercero Administrativo del Circuito Judicial de Cali para que allegaran copia digital íntegra del expediente del proceso de reparación directa con radicado No. 73001-33-33-003-2014-00230-01.

6. El 22 de julio de 2020, la Secretaría General de esta Corporación procedió a la notificación de las partes, por medios electrónicos.

7. Mediante informe secretarial se manifiesta al despacho que “…no ha sido posible notificar la providencia del 17 de julio de 2020 a la señora Elizabeth Ortiz (vinculado al proceso de la referencia), por cuanto no obra en el expediente la dirección de notificación.  Se informa, además, que el 22 de julio del presente año, se requirió a la parte actora que informara la dirección de notificación de la señora Elizabeth Ortiz, quien manifestó mediante memorial visible a folio 75 que desconoce la dirección de correo electrónico o de domicilio de correspondencia de la persona en mención.  De igual forma, me permito informar que el expediente No. 76001-33-33-003-2014-00230-01, solicitado en el numeral cuarto de la providencia, no ha sido allegado por parte del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca quien, por información suministrada por el Juzgado Tercero Administrativo de Cali a folio 95 a 114, lo tiene a su cargo. Se informa además, que los días 22, 27 y 31 de julio de 2020 se requirió a dicho Tribunal”.

8. Por correo electrónico del 23 de julio de 2020, la apoderada de la parte actora allegó memorial en el que solicitó “…corregir el auto admisorio de la tutela, dentro del asunto de la referencia, por cuanto se omitió incluir como accionantes al joven Jhon Edward Yepes Ortiz; y las señoras Aura Lucía Pino Arias (CC 66.900.643) y Aura Marina Urbano de Yepes (CC 25.627.586), a pesar del otrogamiento (sic) del poder especial para el efecto”.

2. CONSIDERACIONES DE LA SALA

2.1. Cuestión previa

9. El Gobierno Nacional, teniendo en cuenta lo dispuesto por el artículo 215 de la Constitución Política y la Ley 137 de 1994, mediante el Decreto No. 417 del 17 de marzo de 2020 declaró el Estado de emergencia económica, social y ecológica en todo el territorio nacional por razón de la declaratoria de la pandemia existente a nivel mundial relacionada con la propagación a gran escala del COVID-19. Ello trajo como consecuencia, que el Gobierno Nacional ordenara el aislamiento preventivo obligatorio de todas las personas y dictó otras disposiciones
. 

10. En ese contexto, el Ministerio de Justicia y el Derecho, a través del Decreto Legislativo 806 del 4 de junio de 2020 “por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”, dispuso en su artículo 5º que los poderes especiales conferidos para cualquier actuación judicial, “no requerirán ninguna presentación personal o reconocimiento”.
11. Por otra parte, el Consejo Superior de la Judicatura, profirió varios Acuerdos
 mediante los cuales se ordenó la suspensión de los términos judiciales y se decretaron medidas transitorias para preservar el derecho fundamental de acceso a la administración de justicia, exceptuando el trámite, decisión y notificación de la acción de tutela y los habeas corpus. Sin embargo, el Acuerdo PCSJA20-11567
 proferido por el Consejo Superior de la Judicatura, dispuso en su artículo 1° que a partir del 1° de julio de 2020, se levantará la suspensión de términos judiciales y administrativos en todo el país, razón por la cual, el Consejo de Estado, tramitará todas las acciones que le sean presentadas. 
2.2. De la adición de providencias
12. De acuerdo con el artículo 287 del Código General del Proceso
, la adición de los autos procede de oficio o a solicitud de parte dentro del término de ejecutoria. 
13. Así, se evidencia que el 22 de julio de 2020 se notificó por medios electrónicos a las partes y la apoderada de la parte actora, mediante correo electrónico del 23 de julio de 2020, presentó la solicitud de adición, esto es, dentro del término de ejecutoria. 

14. Al respecto, el Despacho advierte que la solicitud de adición radicada por la apoderada judicial de los accionantes se fundamenta en que, en su sentir, la providencia del 17 de julio de 2020 no incluyó a todas las personas que conforman la parte demandante, a pesar de haber aportado los respectivos poderes que lo acreditan.
2.2. Integración del contradictorio en acciones de tutela

15. La Corte Constitucional
 ha señalado que, en el trámite de la acción de amparo, se debe incluir a toda persona natural o jurídica que tenga una relación directa con los hechos alegados por la parte actora. En ese orden de ideas, la relación implica que tal persona o entidad esté participando de algún modo, directo o indirecto, en las circunstancias fácticas que motivaron a un determinado actor a instaurar la respectiva tutela. 

16. Así las cosas, sin la comparecencia de esa persona al proceso, el juez constitucional no puede dictar un pronunciamiento uniforme, pues la posición de quien falta por ser vinculado es inescindible con respecto a quienes sí lo han sido
. En otras palabras, al fallador del caso le podría ocurrir que no pueda tomar una decisión coherente con el asunto puesto a su consideración o que, de tomarla, esta resulte parcial y, por tanto, ineficaz. Además, la determinación podría vulnerar los derechos de quien tenía que haber sido vinculado como parte o tercero.

17. Respecto de esta situación vale la pena resaltar que una de las garantías esenciales del proceso judicial es el derecho a ser oído dentro de un plazo razonable por un juez competente e imparcial, como lo señala el artículo 8° de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, que debe interpretarse en consonancia con el artículo 25 que consagra la prerrogativa de toda persona a un recurso sencillo y rápido para la protección de derechos, preceptos que se ponen en riesgo cuando frente a una controversia judicial no se vincula a todos los interesados en un asunto determinado, en tanto pueden adoptarse decisiones con efectos respecto de quienes no fueron llamados al escenario jurisdiccional y no tuvieron la oportunidad de ejercer la defensa correspondiente, que por excelencia constituye una de las manifestaciones principales del derecho constitucional al debido proceso (art. 29 de la Constitución Política).

18. En tal sentido, el Consejo de Estado en múltiples oportunidades ha resaltado la importancia de la debida conformación del contradictorio, como una condición necesaria para que se dicte la decisión de fondo correspondiente, pues de advertirse que las personas afectadas con la controversia judicial no fueron vinculadas al trámite jurisdiccional, deben adelantarse las gestiones pertinentes para garantizar el derecho a la defensa, pues solo así resultaría válida la decisión que le ponga fin al proceso
.

2.3. Caso Concreto

19. Al revisar el auto del 17 de julio de 2020, el Despacho encuentra que en efecto al admitir la demanda de tutela se hizo referencia al señor Luis Humberto Yepes Urbano y otra, sin que se hiciera mención precisa de quienes conformaban la parte actora.
20. Con fundamento en lo anterior, se hace necesario adicionar el auto del 17 de julio de 2020, en el sentido de señalar que se admite la tutela incoada por el señor Luis Humberto Yepes Urbano, en nombre propio y en representación de su menor hijo Jhon Edward Yepes Ortiz, y las señoras Aura Lucía Pino Arias, Aura Marina Urbano de Yepes y Yuri Tatiana Yepes Ortiz, conforme con los poderes que reposan en el expediente.

 21. Por otra parte, ante la imposibilidad de notificar a la señora Elizabeth Ortiz, vinculada al proceso de la referencia, por cuanto no obra en el expediente la dirección de notificación, se ordenará al Juzgado Tercero Administrativo de Cali, al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca y a la Secretaría General de esta Corporación, publicar el contenido del auto admisorio del 17 de julio de 2020, de esta providencia y de la demanda de tutela, en sus páginas web con el fin de poner en conocimiento de la señora Ortiz la presente acción de tutela.

22. Teniendo en cuenta el informe secretarial en el que se indica que las autoridades judiciales del proceso de reparación directa no han allegado el expediente digital con número de radicación 76001-33-33-003-2014-00230-01, a pesar de que se le ha requerido al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca en más de dos oportunidades, siendo indispensable para poder analizar la presunta vulneración alegada por los accionantes, se hace necesario reiterar al Juzgado Tercero Administrativo de Cali y al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, para que dentro del término perentorio de dos (2) días alleguen copia digital integra de todas las piezas que componen el proceso de reparación directa, denominando cada archivo, de manera consecutiva, con el cuaderno y los folios que correspondan al expediente original.
23. Se le recuerda a las autoridades judiciales del proceso ordinario que, el hecho de sustraerse o demorarse, sin causa justificada, en el cumplimiento de una orden judicial, podría dar lugar a la imposición de una sanción, en los términos del numeral 3º
 del artículo 44 del Código General del proceso, aplicable a la acción de tutela, en virtud de la integración normativa, prevista por el artículo 2.2.3.1.1.3. del Decreto 1069 de 2015
.

24. Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 7
 del artículo 95 de la Constitución Política, constituye un claro deber, de los ciudadanos y personas en general, prestar eficaz apoyo para el buen funcionamiento de la administración de justicia. 

En mérito de lo expuesto, este Despacho, en uso de sus facultades constitucionales y legales, 
RESUELVE

PRIMERO: ADICIONAR el auto del 17 de julio de 2020, en el sentido de precisar que se admite la tutela incoada por el señor Luis Humberto Yepes Urbano en nombre propio y en representación de su menor hijo Jhon Edward Yepes Ortiz y las señoras Aura Lucía Pino Arias, Aura Marina Urbano de Yepes y Yuri Tatiana Yepes Ortiz, conforme con los poderes que reposan en el expediente.

SEGUNDO: ORDENAR a la Secretaría General del Consejo de Estado, a la Secretaría del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca y a la Secretaría del Juzgado Tercero Administrativo de Cali, publicar en sus páginas web el contenido del auto admisorio del 17 de julio de 2020, de esta providencia y de la demanda de tutela, con el fin de poner en conocimiento de la señora Elizabeth Ortiz, como tercera vinculada, la presente acción de tutela.

Lo anterior, para que, si lo considera pertinente, en el término de tres (3) días, contados a partir de la fecha de su recibo, pueda intervenir en la actuación, por cuanto existe la posibilidad de resultar afectada con la decisión que se adopte.

TERCERO: ADVERTIR que de intervenir en el presente trámite constitucional a través de abogado, se deberá allegar el respectivo poder especial que acredita tal calidad. 
CUARTO: ORDENAR al Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Cali y al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca para que, en el término improrrogable de dos (2) días, remitan copia digital íntegra del expediente del medio de control de reparación directa, con radicado N° 76001-33-33-003-2014-00230-01, denominando cada archivo, de manera consecutiva, con el cuaderno y los folios que correspondan al expediente original.

QUINTO: ADVERTIR a la Secretaría General del Consejo de Estado, que antes de elaborar el paso al despacho del proceso del vocativo de la referencia, verifique, actualice y denomine en el sistema de gestión judicial SAMAI, los archivos que sean enviados por el Juzgado Tercero Administrativo de Cali y/o el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca.   

SEXTO: ADVERTIR que es la tercera vez que este Despacho les solicita el envío del expediente de reparación directa en cuestión y que de no cumplirse con tal requerimiento esta vez, se utilizarán las potestades correccionales que le confiere el artículo 44 de la Ley 1564 de 2012.
SEPTIMO: Cumplido lo anterior, REGRESAR el expediente al despacho para decidir lo pertinente.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Magistrada
� Folio 1 del expediente digital.


� El señor Luis Humberto Yepes Urbano, en nombre propio y en representación de su menor hijo Jhon Edward Yepes Ortiz, y las señoras Aura Lucía Pino Arias, Aura Marina Urbano de Yepes y Yuri Tatiana Yepes Ortiz, otorgaron poder especial a la abogada Carolina Romero Burbano, para que los represente en la acción de tutela de la referencia, conforme con los poderes que reposan en el expediente digital. 


� El Gobierno Nacional expidió el Decreto legislativo No. 457 del 22 de marzo de 2020, a través del cual impartió instrucciones en virtud de la emergencia sanitaria generada por la pandemia del coronavirus COVID-19. Entre las decisiones adoptadas, se ordenó el aislamiento preventivo obligatorio de todos los habitantes del país.


� Consejo Superior de la Judicatura, Acuerdos: i) PCSJA20-11517 del 15.3.2020; ii) PCSJA20-11518 del 16.3.2020; iii) PCSJA20-11526 del 22.3.2020; iv) PCSJA20-11532 del 11.4.2020; v) PCSJA20- 11546 del 25.4.2020; vi) PCSJA20-11549 del 7.5.2020; vii) PCSJA20-11556 del 22.5.2020 y; viii) PCSJA20-11567 del 5.6.2020. 


� “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”


� “ARTÍCULO 287. ADICIÓN. (…)Los autos solo podrán adicionarse de oficio dentro del término de su ejecutoria, o a solicitud de parte presentada en el mismo término.


Dentro del término de ejecutoria de la providencia que resuelva sobre la complementación podrá recurrirse también la providencia principal”.


� Corte Constitucional. Auto A-182 del 18 de mayo de 2009, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. “En consecuencia, un pronunciamiento del juez con alcance sobre la totalidad de la relación no puede producirse con la intervención única de alguno o algunos de los unidos por aquella, sino, necesariamente, con la de todos y, sólo así, queda correcta e íntegramente constituida, desde el punto de vista subjetivo, la relación jurídico procesal, pudiendo el juez, en tal momento, hacer el pronunciamiento de fondo solicitado”.


� Ver, por ejemplo, Corte Constitucional. Auto A-317 del 15 de julio de 2016, M.P. Alejandro Linares Cantillo. Allí se citan los siguientes autos: A-065/10, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; A-281A/10, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; A-307/13, M.P. Alberto Rojas Ríos; A-132/14, M.P. Alberto Rojas Ríos; A-113/12, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, los cuales se han consultado para efectos de trazar el presente marco teórico.


� Entre otras, pueden consultarse las siguientes providencias: 1) Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, auto del 24 de octubre de 2017, C.P. Marta Nubia Velásquez Rico, rad. 50001-23-31-000-2010-00530-01(53705). 2) Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, auto del 29 de julio de 2015, C.P. Olga Mélida Valle De De La Hoz, Rad. 25000-23-26-000-2011-00148-01(53317). 3) Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 26 de febrero de 2014, C.P. Olga Mélida Valle De De La Hoz, Rad. 11001-03-26-000-2013-00157-00(49101). 4) Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 3 de mayo de 2013, C.P. Stella Conto Diaz Del Castillo, Rad.  25000-23-26-000-1999-02420-02(27234). 5) Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, sentencia del 17 de abril de 2013, C.P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, Rad. 76001-23-31-000-2006-01754-01(0900-11). 6) Consejo de Estado, Sección Quinta, auto del 10 de marzo de 2005, C.P. Reinaldo Chavarro Buritica, rad. 08001-23-31-000-2003-02684-01(3762).


� ARTÍCULO 44. PODERES CORRECCIONALES DEL JUEZ. Sin perjuicio de la acción disciplinaria a que haya lugar, el juez tendrá los siguientes poderes correccionales:


1. Sancionar con arresto inconmutable hasta por cinco (5) días a quienes le falten al debido respeto en el ejercicio de sus funciones o por razón de ellas.


2. Sancionar con arresto inconmutable hasta por quince (15) días a quien impida u obstaculice la realización de cualquier audiencia o diligencia.


3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv) a sus empleados, a los demás empleados públicos y a los particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les imparta en ejercicio de sus funciones o demoren su ejecución.


4. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv) a los empleadores o representantes legales que impidan la comparecencia al despacho judicial de sus trabajadores o representados para rendir declaración o atender cualquier otra citación que les haga.


5. Expulsar de las audiencias y diligencias a quienes perturben su curso.


6. Ordenar que se devuelvan los escritos irrespetuosos contra los funcionarios, las partes o terceros.


7. Los demás que se consagren en la ley.


� Artículo 2.2.3.1.1.3. De los principios aplicables para interpretar el procedimiento previsto por el Decreto 2591 de 1991. Para la interpretación de las disposiciones sobre trámite de la acción de tutela previstas por el Decreto � HYPERLINK "https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjurMantenimiento/normas/Norma1.jsp?i=5304" �2591� de 1991 se aplicarán los principios generales del Código General del Proceso, en todo aquello en que no sean contrarios a dicho Decreto.


Cuando el juez considere necesario oír a aquel contra quien se haya hecho la solicitud de tutela, y dicha persona sea uno de los funcionarios que por ley rinde declaración por medio de certificación jurada, el juez solicitará la respectiva certificación.


� Artículo 95. La calidad de colombiano enaltece a todos los miembros de la comunidad nacional. Todos están en el deber de engrandecerla y dignificarla. El ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en esta Constitución implica responsabilidades. Toda persona está obligada a cumplir la Constitución y las leyes. Son deberes de la persona y del ciudadano:


(…)// 7. Colaborar para el buen funcionamiento de la administración de la justicia;
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